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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN / APELACIÓN Y NULIDAD / IMPROCEDENTES POR REGLA GENERAL POR NO SER LA ACUSACIÓN OBJETO DE CONTROL MATERIAL POR PARTE DEL JUEZ / OPORTUNIDAD PARA PEDIR LA NULIDAD DE LA ACUSACIÓN.
… se negó la apelación frente a la determinación de no ordenar la aclaración, complementación o ajuste formal del escrito de acusación, razón por la cual se interpuso recurso de queja, el cual fue negado por esta Corporación al considerar que esa decisión no era susceptible de alzada. Pronunciamiento reiterado por este Tribunal en un caso más reciente en donde también se pidió la nulidad del escrito de acusación pretextando la necesidad de una mayor concreción o precisión frente a las circunstancias que rodearon los hechos materia de investigación.

En efecto, la H. Corte Suprema de Justicia ha precisado que el escrito de acusación es un acto de parte que solo puede ser objeto de control formal y no material por el juez de conocimiento, quien debe velar por el pleno respeto de las garantías constitucionales y legales, y frente al cual, conforme con lo consagrado en el artículo 339 C.P.P., la defensa puede realizar OBSERVACIONES en la audiencia de formulación de acusación al escrito si es que en verdad no reúne los requisitos del artículo 337 de la Ley 906/04, con miras a que el fiscal lo aclare, lo adicione o lo corrija. (…)
… la solicitud de nulidad impetrada por el defensor… fue extemporánea, en tanto se hizo al comienzo de la audiencia preparatoria, cuando la exigencia legal indica que dichos pronunciamientos se deben realizar en la audiencia de formulación de acusación, momento en el cual quien en ese instante representaba los intereses del procesado únicamente esgrimió la falta de competencia por estimar que era la justicia indígena la que debería tramitar el asunto, situación que quedó debidamente zanjada por la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Todo lo dicho, sin pasar por alto que el letrado que actualmente asiste los intereses del procesado estuvo presente en la continuación de la referida formulación de acusación, y tampoco nada dijo acerca de la causal de nulidad que ahora invoca.
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	Imputado: 
	Guillermo Uragama García

	Cédula de ciudadanía:
	82.362.005 expedida en Tadó (Ch.)

	Delito:
	Rebelión

	Bien jurídico tutelado :
	El régimen constitucional y legal

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa, contra el auto de octubre 25 de 2018 por medio del cual se negó la nulidad. CONFIRMA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Los hechos fueron plasmados en el escrito acusatorio de la siguiente manera:

“Dio inicio a la presente investigación el informe ejecutivo FPJ-3 del veintiséis (26) de abril de dos mil trece (2013), mediante el cual la funcionaria de policía judicial, MARÍA PATRICIA GRANADA CASTAÑO, adscrita al Grupo de Policía Judicial de Crimen Organizado, PCO, de la Fiscalía General de la Nación, pone en conocimiento la información aportada por la Regional de Inteligencia Militar N° 7 del Ejército Nacional dentro del informe N° 001002 de fecha veintidós (22) de abril de dos mil trece (2013), donde se da a conocer que alias “BERNARDO”, “EL PAISA” o “ESNEIDER”, integrante del Estado Mayor del Frente de Guerra Occidental del ELN y principal cabecilla del Frente Cacique Calarcá de esta organización narco terrorista, es quien efectúa extorsiones, coordina y dirige acciones terroristas para la obtención de recursos y fortalecimiento del Frente para expandir su área de injerencia, desde el suroccidente Chocoano (Tadó, Lloró, Bagadó), hasta el municipio de Pueblo Rico Risaralda, eje vial Pereira – Chocó.

Adelantada la investigación se logró determinar que el señor GUILLERMO URAGAMA GARCÍA, […]  hace parte de las Redes de Apoyo al Terrorismo (RAT) del Frente Cacique Calarcá del ELIN; se estableció que la pertenencia del señor URAGAMA GARCÍA a la estructura del ELN data desde hace quince (15) años, encargado de suministrar información sobre la presencia de la Fuerza Pública, ingresa a los campamentos del cabecilla alias BERNARDO, alias SEBASTIÁN, alias CÉSAR, y alias TEO, adquiere víveres en Tadó para luego ingresarlos a los campamentos y participaba en combates con el ejército nacional en el sector de Bruatá y Santa Rita de Iró […]”

1.2.- Luego de realizada la captura del señor GUILLERMO URAGAMA GARCÍA, se llevaron a cabo las audiencias preliminares (febrero 1° de 2018) ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), por medio de la cual se declaró legal su aprehensión, se le formuló imputación a título de autor del ilícito de rebelión, de conformidad con el canon 497 C.P., cargo que el indiciado NO ACEPTÓ. Así mismo se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario.

1.3.- Ante esa no aceptación unilateral ni bilateral de cargos, la Fiscalía presentó escrito de acusación (marzo 13 de 2018), cuyo conocimiento le fue asignado al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), despacho que convocó para la audiencia de formulación de acusación (mayo 11 de 2018), diligencia dentro de la cual una vez fue concedida la palabra a las partes para que manifestaran causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones o nulidades, el apoderado del procesado señaló que el despacho no era competente para asumir el asunto, en tanto esta le correspondía a la jurisdicción especial indígena. En acatamiento a esa manifestación, la funcionaria dispuso remitir la actuación al Consejo Superior de la Judicatura para que dirimiera el asunto, como en efecto así se realizó por esa Alta Corporación mediante proveído de julio 11 de 2018,  por medio de la cual se dispuso mantener el conocimiento del asunto en la justicia ordinaria. Una vez regresó el expediente al despacho de primer nivel, se realizaron las audiencias de formulación de acusación (septiembre 28 de 2018) y preparatoria (octubre 25 de 2018), audiencia esta última en la cual el apoderado del procesado solicitó la nulidad de lo actuado.

1.4.- El profesional del derecho considera que el escrito de acusación no cumple los requisitos de ley, en tanto no aparece registrado el domicilio para citaciones de su cliente, sin que la cárcel la 40 lo sea, pues no era el lugar donde residía para el momento de su aprehensión; así mismo, la relación de los hechos no es clara, por cuanto se dice que su cliente hace 15 años pertenece a la guerrilla, sin haber prueba a ese respecto; y frente al hecho de ser encargado de suministrar información sobre la presencia de la fuerza pública,  no se dice si lo hacía de manera mensual, semanal o quincenal, ni la forma en que operó, esto es, por radio, teléfono. Tampoco hay claridad en cuanto a las veces que al parecer ingresó a los campamentos, ni cómo adquiría los víveres, o de parte de quién recibía el dinero, ni mucho menos se consignan datos acerca de las fechas, lugares y los batallones contra los que al parecer participó en combates. Todo lo dicho, no obstante que el escrito de acusación debe ser sucinto, lo cual quiere decir “detallado” -a su entender-.

Añade que para el presente asunto no se sabe quién asistió a su cliente en las audiencias preliminares, y no puede preguntar por los elementos que le descubrieron porque no aparece nadie que lo haya asistido en esas actuaciones.

El numeral 3° del artículo 457 C.P.P. contemplada la nulidad por violación al derecho de defensa o debido proceso, y no entiende cómo puede defender a su cliente cuando en la acusación no se cita la fecha del acontecer, porque puede suceder que para ese instante se encontrara hospitalizado, fuera del territorio, impedido de caminar, entre otras situaciones, y, en consecuencia, cómo podría contrarrestar la acusación si no le dicen el cómo, el dónde o el cuándo, por lo que en su sentir no hay respeto por la igualdad de armas, en tanto si la Fiscalía ostenta el mandato de la acusación, debe hacerlo con las exigencias legales y el escrito pertinente carece de ellos y está viciado de nulidad. 

Estima también que existe un error en la imputación, pues se le endilgó rebelión cuando la descripción de su actuar se ajusta más al tipo penal de sedición, a consecuencia de lo cual solicita se declare la nulidad del escrito de acusación y se efectúen nuevamente las actuaciones posteriores.

1.5- A su turno la delegada fiscal estima que la causal invocada no está llamada a prosperar, toda vez que el escrito acusatorio todos los requisitos legales, y tal petición además es extemporánea, en tanto las etapas procesales son preclusivas y era en la formulación de la acusación donde el defensor debió alegar ese tipo de nulidades o inconformidades, como lo señala el canon 339 C.P.P. Deja constancia que si bien al darse comienzo a esa audiencia se contó con un defensor público, este alegó falta de competencia de la jurisdicción ordinaria, y posteriormente quien ahora funge como letrado asistió a la audiencia de acusación cuando ya se había corrido traslado del escrito respectivo, sin realizar observación alguna en esa oportunidad, por lo cual le causa extrañeza que en esta etapa invoque lo que debió hacer en otro instante procesal.

Tampoco advierte la vulneración del derecho a la defensa del señor GUILLERMO URAGAMA, pues él como apoderado nada manifestó en su momento sobre dicha nulidad, máxime que el procesado siempre ha estado asistido por un defensor público, motivo por el cual solicita que se despache en forma desfavorable lo solicitado.

1.6.- La funcionaria de instancia no accedió a lo pedido, por cuanto las etapas procesales son preclusivas, lo cual hace que la estructura del proceso penal sea coherente y se llegue a la aplicación de los fines del Estado que no es nada diferente a la consecución de la verdad frente a las imputaciones elevadas, y en este caso a la audiencia de formulación de acusación se dio comienzo en  mayo 11 de 2018 donde intervino el abogado de la Defensoría Dr. JAIME ROJAS RAMÍREZ, quien al otorgarle el uso de la palabra para expresarse acerca de posibles causales de nulidad, solicitó el conflicto de jurisdicciones por estimar que el trámite debía ser resuelto por la  jurisdicción indígena, frente a lo cual la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura señaló que la ordinaria era la competente, situación que conllevó a que en septiembre 28 de 2018 se continuara con la formulación de acusación, y ya había fenecido el término para presentar las observaciones correspondientes.  

La petición de nulidad basada en el incumplimiento de requisitos legales del escrito de acusación por no tener claros los hechos, o la no existencia de pruebas que establezcan la vinculación de su prohijado con ese acontecer fáctico, debe debatirse en audiencias posteriores, especialmente en el juicio, porque en la preparatoria se determinan los  elementos probatorios que por razones de pertinencia y admisibilidad se debatirán, máxime que el defensor cuenta con todos los elementos que le fueron descubiertos y podrá con ellos debatir los hechos por los cuales se acusó a su defendido.

Igualmente, desde septiembre 7 de 2018, cuando le fue otorgado poder e hizo presencia en el despacho, tuvo acceso a todos los elementos allí obrantes, entre los cuales se encontraba el acta de audiencias preliminares de febrero 2 de 2018, donde se establece que al señor GUILLERMO lo asistió una defensora pública, y en todo el devenir procesal ha estado acompañado por un profesional del derecho sin que en momento alguno se haya vulnerado el derecho a la defensa.

1.7.- Inconforme con la decisión proferida, el defensor del procesado interpuso recurso de apelación.

2.- Debate

2.1.- Defensor -recurrente-

Aduce que no ha alegado fallas en la defensa, pues de no haber sido asistido por algún togado no se hubieran podido llevar a cabo las actuaciones; lo que esgrime es que no se cumplieron los requisitos formales del escrito acusatorio por cuanto no aparece el domicilio de su cliente ni quien es su defensor, lo cual es una exigencia formal que no se ha cumplido.

Estima que tampoco se cumple el requisito de hacer una relación clara y sucinta, como lo ordena la ley, de los eventos en que se fundamenta la acusación, porque no se dice el cómo, el cuándo, ni el dónde sucedieron las actuaciones que se incluyen en el actuar delictivo de la rebelión, por lo cual no se le da la oportunidad de defenderse de unos cargos que no tienen ningún fundamento, como para indicar que en tal fecha si estaba o no estaba en tal sitio donde lo sitúa la acusación.

Finalmente, y para colmo, la Fiscalía le formula imputación en calidad de autor del delito de rebelión, pero de acuerdo con los elementos probatorios y si nos atenemos a la norma penal, encontramos que no lo pueden acusar de rebelión, porque los hechos se ajustan más al delito de sedición.

2.1.- Fiscal –no recurrente-

Pide se confirme la decisión emitida, en tanto la causal de nulidad impetrada es infundada, ya que tales alegaciones debió efectuarlas en el momento procesal oportuno y no en este instante, pues con su silencio aceptó de manera tácita la acusación realizada, máxime el tratarse de etapas preclusivas. 

Estima que al acusado se le ha garantizado el derecho a la controversia al habérsele efectuado el descubrimiento de las pruebas con las que cuenta la Fiscalía, y en consecuencia podrá ejercer el derecho de defensa, además de recolectar aquellos que hará valer en la etapa de juicio como su teoría del caso.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene la Corporación a voces de los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906/04, por los factores territorial, objetivo y funcional, al haberse presentado recurso de apelación por una parte legitimada para hacerlo -en nuestro caso el defensor del procesado-, el que fue oportunamente interpuesto, debidamente sustentado y adecuadamente concedido por parte de la primera instancia.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae a establecer si hay lugar a decretar la nulidad de la actuación en los términos en que lo solicita el defensor del señor GUILLERMO URAGAMA GARCÍA, cuando intervino al momento de darse iniciación a la audiencia preparatoria ante la señora juez de conocimiento.

3.3.- Solución a la controversia
De la información arrimada al dossier, se desprende que los planteamientos del defensor del procesado están enfocados a buscar la nulidad de la audiencia del escrito de acusación y de contera de la  formulación de acusación, por cuanto en su sentir no se cumplieron las exigencias legales a las que alude el canon 337 C.P.P., toda vez que no se hizo alusión en el referido escrito a: (i) la dirección de domicilio de su cliente; (ii) el profesional que obraba en condición de apoderado; (iii) el cómo, el cuándo, y el dónde se presentó el acontecer delictivo endilgado; y (iv) al tipo penal de sedición que fue el que verdaderamente se cometió, a diferencia del de rebelión que no coincide con los hechos atribuidos.

En principio considera la Sala que el recurso de apelación impetrado podría ser improcedente, toda vez que de las normas que regulan la apelación en la Ley 906/04 -concretamente los artículos 176 y 177- permite asegurar, quiérase o no, que en efecto allí no está expresamente contemplada la procedencia de la apelación contra alguna decisión que haga referencia al escrito de acusación o a la formulación de la acusación, como sí ocurría en la Ley 600/00, en cuyo artículo 193 se establecía la posibilidad de recurrir en alzada y en el efecto suspensivo la providencia que resolvía la calificación de la investigación o sumario. 

Para mayor contundencia de lo dicho aparece como norma rectora el dispositivo 20 de la Ley 906/04, que textualmente prescribe: 
“Doble instancia. Las sentencias y los autos que se refieran a la libertad del imputado o acusado, que afecten la práctica de las pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones previstas en este código, serán susceptibles del recurso de apelación”.

Muy seguramente las citadas normas no contemplan la opción de impugnación en los temas atinentes al escrito de acusación y a la formulación de acusación, en cuanto este tipo de cuestionamientos no se resuelven mediante autos interlocutorios, en la medida que no se está decidiendo un asunto de fondo sino una actuación procesal de trámite que hace referencia a un acto de comunicación al enjuiciado sobre el comportamiento circunstanciado que se le endilga, según lo preceptuado en el canon 339 C.P.P.
. 

Sobre el particular bien vale la pena traer a colación los siguientes comentarios del jurista ÓSCAR JULIÁN GUERRERO PERALTA, en su obra Fundamentos Teórico Constitucionales del Nuevo Proceso Penal, en donde refiere que finalmente la acusación es simplemente la confirmación de la imputación, y ya se sabe que la imputación es inimpugnable.

“De acuerdo con las normas analizadas la acusación es básicamente un acto de confirmación de la imputación, cuya diferencia estriba en que para el acto acusatorio la Fiscalía debe aportar la evidencia física y los elementos de prueba con el nuevo instituto denominado “descubrimiento probatorio”. En realidad, si a la Fiscalía le corresponde en el escrito de acusación exponer los fundamentos probatorios que tiene contra el imputado, entonces se puede afirmar que esta labor apunta esencialmente a conformar el objeto del juicio, lo que equivale a decir que la acusación confirma la imputación, pero requiere de un estándar de convicción más alto que el de aquella. En otras palabras, el señalamiento expreso de los medios de prueba que la Fiscalía tiene contra el imputado, las hipótesis delictivas fundamentadas en los hechos que se aducen y la individualización concreta del acusado deben constituir el marco de actuación que para la propia Fiscalía determinen la probabilidad de satisfacer su pretensión penal de condena con la instauración de la acusación.”

Esta Sala ya se había pronunciado en similar sentido en oportunidad anterior
, cuando se negó la apelación frente a la determinación de no ordenar la aclaración, complementación o ajuste formal del escrito de acusación, razón por la cual se interpuso recurso de queja, el cual fue negado por esta Corporación al considerar que esa decisión no era susceptible de alzada. Pronunciamiento reiterado por este Tribunal
 en un caso más reciente en donde también se pidió la nulidad del escrito de acusación pretextando la necesidad de una mayor concreción o precisión frente a las circunstancias que rodearon los hechos materia de investigación.

En efecto, la H. Corte Suprema de Justicia ha precisado
 que el escrito de acusación es un acto de parte que solo puede ser objeto de control formal y no material por el juez de conocimiento, quien debe velar por el pleno respeto de las garantías constitucionales y legales, y frente al cual, conforme con lo consagrado en el artículo 339 C.P.P., la defensa puede realizar OBSERVACIONES en la audiencia de formulación de acusación al escrito si es que en verdad no reúne los requisitos del artículo 337 de la Ley 906/04, con miras a que el fiscal lo aclare, lo adicione o lo corrija. 

Por demás, y para mayor precisión, también ha indicado la Alta Corporación en su jurisprudencia
, que en ningún caso es posible pedir la NULIDAD de la acusación:

“[…] Esa petición de nulidad del proceso se advertía manifiestamente inconducente al dirigirse contra un acto procesal de parte, como lo es la acusación, siendo que esa medida extrema sólo procede frente a las actuaciones de los funcionarios judiciales. En efecto, para los primeros, al constituir meras postulaciones, la ley procesal establece sanciones como la inadmisibilidad
, el rechazo
 o la exclusión que, por regla general, no inciden en la validez del proceso
. Mientras que, los actos procesales del juez, al ser vinculantes y decidir asuntos con fuerza de ejecutoria material, sí tienen la potencialidad de lesionar garantías fundamentales, entre ellas el derecho a la defensa y el debido proceso, por lo que la irregularidad de los mismos debe repararse con la anulación, claro está, si ello no fue posible con otros remedios como la corrección de los actos irregulares
 o la revocatoria de las providencias en sede de impugnación.
[…]
A más de todo lo anterior, la propuesta de nulidad subrogó el mecanismo legal que permitiría la corrección de los errores que contenga el escrito de acusación, cuál es la proposición de las respectivas observaciones por las partes e intervinientes, cuya oportunidad aún no se ha agotado en la audiencia que está en curso (art. 339 C.P.P./2004), así como la verificación que debe ejercer el juez de conocimiento sobre el cumplimiento de los requisitos contemplados en el artículo 337 procesal. De esta manera, es ostensible la carencia de fundamento en el reclamo de ausencia de control del juez porque, si bien este no es un «mero árbitro» en el sistema procesal acusatorio ya que debe velar por el respeto de los derechos y garantías fundamentales
, todavía no se ha configurado en el proceso el objeto de ese control sin que sobre recordar que, cuando éste exista, la revisión judicial será, básicamente, de orden formal […]
. –negrillas excluidas-
De contera, en decisión más reciente se sostuvo que tales determinaciones son inimpugnables:

“[…] Tal rechazo del pedido de nulidad del escrito de acusación deviene obligatorio, pues como se advirtió, no solo se trata de un acto de parte, sino que el juez de conocimiento tampoco está facultado para ejercer un control material o de fondo sobre la acusación, porque supondría una inadmisible intromisión en el rol del titular de la acción penal y una lesión grave al principio de imparcialidad, decisión respecto de la cual, obviamente, no procede recurso alguno […]”
-negrillas y subrayado excluidos-

En esas condiciones, es claro que la acusación solo es susceptible de control formal por el juez, quien debe verificar que se cumplan los presupuestos establecidos en el artículo 337 C.P.P., pero además y desde luego, que se respeten las garantías fundamentales de los sujetos procesales, caso en el cual sí debe intervenir incluso de manera oficiosa. 

No obstante lo anteriormente mencionado, como quiera que el recurrente hace alusión a la vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa de su prohijado, considera la Corporación necesario estudiar de fondo el asunto para determinar si le asiste o no razón en su pretensión.

Al respecto, debe empezar por señalarse que la solicitud de nulidad impetrada por el defensor del señor GUILLERMO URAGAMA fue extemporánea, en tanto se hizo al comienzo de la audiencia preparatoria, cuando la exigencia legal indica que dichos pronunciamientos se deben realizar en la audiencia de formulación de acusación, momento en el cual quien en ese instante representaba los intereses del procesado únicamente esgrimió la falta de competencia por estimar que era la justicia indígena la que debería tramitar el asunto, situación que quedó debidamente zanjada por la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Todo lo dicho, sin pasar por alto que el letrado que actualmente asiste los intereses del procesado estuvo presente en la continuación de la referida formulación de acusación, y tampoco nada dijo acerca de la causal de nulidad que ahora invoca.

Se recuerda por tanto que las partes pueden solicitar que se hagan las precisiones, aclaraciones o modificaciones a las que haya lugar, lo que debe hacerse en la etapa procesal pertinente; pero era totalmente inviable pedir la nulidad del escrito y de la audiencia de formulación de acusación para que la Fiscalía realizara las aclaraciones que ahora echa de menos el letrado, concretamente respecto al cómo, al cuándo o al dónde se cometieron los ilícitos endilgados a su cliente; o el que la Fiscalía varíe la imputación jurídica al considerar que la conducta atribuida no era la de rebelión sino la de sedición. Ello, en sentir de la Colegiatura, tal cual lo indicó la a quo, son temas que deberán ser objeto de debate probatorio en la audiencia de juicio oral, y en caso de existir deficiencia sustancial en tal sentido, la consecuencia obvia a modo de sanción procesal para el ente persecutor, será la absolución.

Así mismo y como quiera que la acusación es la extensión de la formulación de imputación, de observar el profesional del derecho que en el referido escrito no se hacía alusión a las situaciones fácticas por él aludidas o que este se mostraba confuso, bien podría haber verificado los registros de audio de esa inicial audiencia, donde se hizo una relación clara de los hechos jurídicamente relevantes, y se describieron con suficiencia las circunstancias de tiempo, modo y lugar que conllevaron a inferir que por parte del señor GUILLERMO URAGAMA se había incurrido en la conducta endilgada. Precisamente con ello podía determinar que en efecto lo plasmado en el escrito de acusación, aunque de manera resumida, guardaba plena coherencia con los hechos de la imputación en los que según se asegura participó su cliente y por los cuales se convocó a juicio. 

Por lo demás, no aprecia el Tribunal una tal vulneración a los derechos fundamentales del debido proceso y derecho a la defensa del  señor GUILLERMO URAGAMA, como lo alega el abogado defensor, lo cual pudiera conllevar que no solo la titular del despacho, sino esta Corporación, decretara de oficio la nulidad exigida.  

Así se asegura, porque de lo obrante en el dossier se aprecia que el acá procesado siempre ha estado asistido por un profesional del derecho, ya sea adscrito a la Defensoría del Pueblo o de confianza, como ahora lo tiene, y que la actividad procesal que a la fecha se ha realizado ha estado enmarcada por el respecto al debido proceso.

Por lo anteriormente mencionado, y de cara a lo pretendido por la defensa, se debe concluir que no le asiste razón al pretender la nulidad del escrito acusatorio y de contera de la formulación de acusación, razón por la cual la Sala confirmará la decisión emitida por la funcionaria a quo.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la providencia emitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), por medio de la cual negó la anulación del escrito de acusación y consiguiente audiencia de formulación de acusación, disponiéndose que se continúe con el trámite de ley.  

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
              JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� “Art. 339. Trámite. Abierta por el juez la audiencia, ordenará el traslado del escrito de acusación a las demás partes; concederá la palabra a la Fiscalía, Ministerio Público y defensa para que expresen claramente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, nulidades, si las hubiere, y las observaciones sobre el escrito de acusación, si no reúne los requisitos establecidos en el artículo 337, para que el fiscal lo aclare, adicione o corrija de inmediato. Resuelto lo anterior concederá la palabra al fiscal para que formule la correspondiente acusación. (…).” -énfasis suplido-.


�  Ediciones Nueva Jurídica, Bogotá, D.C.,  Segunda Edición, 2007, pág. 291.


� Auto mayo 30 de 2011, radicado 660016000058 2010 00510 01, M.P. Castaño Duque, en la que se resuelve un recurso de queja.


� Auto septiembre 12 de 2018, radicado 170016000060 2013 00755 01, M.P. Castaño Duque, en la se abstiene de resolver un recurso de apelación de un auto que negó una solicitud de nulidad.


� CSJ AP, 6 feb. 2013, rad. 39892, CSJ AP, 4 feb. 2015, rad. 44345, CSJ AP, 04 abr. 2018, rad.51797, entre otras.


� De conformidad con lo establecido por la Corte Constitucional en sentencia C-591 de 2005. En ese mismo sentido CSJ 14 ag. 2013, Rad. 41375; CSJ 1 jul 2015, Rad. 45569; CSJ 20 ab 2016, Rad. 47223; CSJ 24 ag. 2016, Rad. 48573.


� Se inadmiten, por ejemplo, el desistimiento de la querella cuando no es voluntario, libre e informado (art. 76 C.P.P./2004) y el medio de prueba impertinente, inconducente o inútil (art. 359 C.P.P./2004).


� El rechazo es la sanción a la falta de descubrimiento de los elementos probatorios y evidencia física (art. 346 C.P.P./2004) y a los actos manifiestamente inconducentes, impertinentes o superfluos (art. 139 C.P.P./2004).


� La sanción a la prueba ilícita e ilegal es la exclusión (arts. 23 y 359 del C.P.P./2004), más cuando se c De igual forma, dicho órgano de cierre ha precisado en su jurisprudencia�, que en ningún caso es susceptible pedir la nulidad de la acusación:


onfigura la primera hipótesis y la causa de la ilicitud es la obtención del medio de conocimiento mediante tortura, desaparición forzada y ejecución extrajudicial, se produce la nulidad total del proceso, tal y como se dispuso en la sentencia C-591 de 2005.


� “El juez de control de garantías y el de conocimiento estarán en la obligación de corregir los actos irregulares no sancionables con nulidad, respetando siempre los derechos y garantías de los intervinientes”. (art. 10, último inciso, C.P.P./2004).


� Sentencia C-591 de 2005.


� Sentencia SP4323-2015 del 16 de abril.


� CSJ AP, 23 may. 2018, rad. 51959.
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